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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIÓN DE TUTELA / REQUISITOS DE PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN / SUJETO DE ESPECIAL PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL EN RAZÓN A LA EDAD
CALIDAD DE SUJETO DE ESPECIAL PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL EN RAZÓN A LA EDAD – Regla jurisprudencial.

… La calidad de sujetos de especial protección constitucional se reserva a personas de la tercera edad, aptitud que adquieren quienes han superado la esperanza de vida; según el DANE 77,23 años para la población en general, incluso más si segmenta al grupo de mujeres (En Risaralda supera los 79 años) y, aun si fuera el caso, esa circunstancia (la tercera edad) no acarrea, la prosperidad del amparo, como se sigue del precedente trazado por la Corte Suprema de Justicia en STC3663-2023, valiéndose de STC649-2023, STC14046-2022, STC12541-2022 y otras providencias en el mismo sentido porque, en sus palabras: (...) las condiciones personales y económicas invocadas por la gestora como fundamento del amparo, no pueden sobreponerse a lo decidido (…) [en el] escenario donde c[uenta] con plenas garantías para la defensa de sus derechos e intereses jurídicos.
… En casos similares ha concluido esta corporación que la mera edad o estado de salud de la accionante, circunstancias que objetivamente ameritan especial consideración, no bastan para sustentar, por sí solas, la procedencia y prosperidad del amparo. 

… En todo caso, si se llegara a la conclusión de que la accionante es una persona de especial protección constitucional, aunque no hay prueba de ello, esa situación no deriva necesariamente en que por este medio constitucional se deba acceder a sus pretensiones, porque el mecanismo idóneo para reclamar el pago de aportes de seguridad social es el proceso ordinario laboral
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ST2-001-2025
Asunto

: Sentencia de Tutela en Segunda Instancia



Accionante

:  Martha Mary Toro Hernández
Accionado
: Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones y otros
Procedencia
: Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal
Radicación

: 666823103001-2024-00479-01 (4852)
Temas


: Subsidiariedad 

Mag. sustanciador
: Jaime Alberto Saraza Naranjo
Aprobada en sesión
:  4 del 15 de enero de 2025
quince (15) DE ENERO DOS MIL VEINTICINCO (2025)
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta contra la sentencia del 15 de noviembre de 2024, proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en esta acción de tutela que Martha Mary Toro Hernández promovió frente a la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y el Hogar Infantil Consota.



1. Antecedentes
1.1. Contó la demandante que está realizando una reconstrucción de su historia laboral ante Colpensiones, pues no se encuentran reportados los periodos comprendidos entre 1978-08 y 1989-09, trabajados para el Hogar Infantil Consota.
El 19 de enero de 2024, presentó derecho de petición a su empleador con la finalidad de que le fuera suministrado certificado laboral y copia de las planillas de pago de las cotizaciones realizadas de los periodos 1978-08 al 1989-09; con respuesta del 2 de febrero de 2024, se le informó que para la época los pagos de seguridad social de sus trabajadores eran realizados directamente por el ICBF, por lo tanto, debía remitir su solicitud a la Dirección Regional para que le fueran suministrados los documentos requeridos. 
Por lo anterior, el 7 de febrero de 2024 presentó ante el ICBF la solicitud que fue resuelta de manera desfavorable; allí le indicaron que, una vez revisada sus bases de datos, no se encontró la información pedida. 
Ante las respuestas negativas radicó, tanto en el Hogar Infantil Consota como en el ICBF, reclamación administrativa con la finalidad de que le fueran pagadas las cotizaciones solicitadas; sin embargo, dichas entidades no accedieron a lo pretendido. 

La primera de ellas, manifestó que para las fechas en que la señora Toro Hernández laboró para ellos, “no contaban con independencia administrativa ni financiera y era el ICBF quien se encargaba de pagar la seguridad social de sus trabajadores”, por su parte, el ICBF, argumentó que no sostuvo vinculación laboral con la accionante, por tal motivo no se encontraba en la obligación de pagar tales aportes.
Pidió, entonces, ordenarles al ICBF y al Hogar Infantil Consota, realizar el pago de su seguridad social en pensión de los periodos comprendidos desde agosto de 1978 hasta septiembre de 1989
. 
1.2. En primera instancia se dio impulso a la acción con auto del 31 de octubre de 2024.

1.3. Colpensiones
 mencionó que dio respuesta a la petición formulada el 27 de septiembre de 2021, en la que se le informó a la accionante que no se encontraron registros de pago a su nombre por los periodos comprendidos entre 1978-07 a 1989-09 y le solicitó aportar documentos probatorios con los que se pudiera evidenciar el vínculo laboral que sostuvo con su empleador, información que cataloga como necesaria para continuar con la búsqueda y acreditación de los ciclos que se echan de menos. 
1.4. el ICBF
 refirió que, conforme a lo dispuesto en el artículo 127 del Decreto 2388 de 1979, celebra contratos de aporte con entidades sin ánimo de lucro a través de los cuales dicha entidad “provee recursos para la prestación de un servicio, actividad que se cumple bajo la exclusiva responsabilidad de la entidad contratista y con personal de su dependencia, pero dando cumplimiento a los lineamientos que regulan el programa”.

Agregó que, dentro del clausulado de dicho contrato se estipula de manera clara la autonomía del ICBF y de las Entidades Administradoras del Servicio, además se le otorga la facultad a esta última para la contratación del personal. Expuso que, el vínculo laboral de la accionante fue con el operador Hogar Infantil Consota, por lo que considera que este es el llamado a atender las pretensiones de la demanda. 

Mencionó que, en atención a un fallo de tutela proferido por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira, mediante oficio del 13 de marzo de 2024 dio respuesta a la petición presentada por la señora Toro Hernández, a quien se le puso en conocimiento que, realizada una búsqueda en sus bases de datos, no se encontró la información solicitada.  
1.5. Por su parte, el Hogar Infantil Consota
 expuso que dentro de su archivo no existe expediente administrativo donde obre copia de las planillas de pago de las cotizaciones realizadas a favor de la accionante en los periodos comprendidos del 1978-08 al 1989-09, pues ha transcurrido más de 35 años desde que la señora Toro Hernández dejó de laborar para ellos. 
Mencionó que el 23 de marzo de 2021 y el 01 de noviembre de 2024 expidió y entregó los certificados laborales requeridos por la tutelante. 
 1.6. Sobrevino el fallo de primer grado
 que declaró la improcedencia del amparo. 
1.6. Impugnó la accionante
, pues insiste en que actualmente se le está vulnerando su derecho fundamental a la seguridad social. 
Mencionó que, contrario a lo que consideró el juzgado de primer grado, está en condición de vulnerabilidad, toda vez que tiene quebrantos de salud, cuenta con 65 años de edad y atraviesa dificultades económicas, por lo cual un proceso judicial no es idóneo para lograr que las accionadas asuman el pago de los aportes de su seguridad social, en caso de no haberlo hecho. 
2. Consideraciones

2.1. La Constitución de 1991 instituyó la acción de tutela como un mecanismo breve y sumario mediante el cual toda persona puede conseguir de un juez la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en determinados casos.
En este asunto, la accionante hizo uso de tal prerrogativa para la protección de su derecho fundamental a la seguridad social, presuntamente vulnerado por los accionados. 
2.2. Procedencia de la demanda. 
2.2.1. Se cumple la legitimación por activa, porque la accionante está afiliada a la Colpensiones y presentó solicitudes ante el ICBF y el Hogar Infantil Consota queriendo lograr la corrección que ruega; y por pasiva se satisface respecto de las 3 accionadas, dado que recibieron esas solicitudes e incluso las contestaron.  
Además, está convocada al trámite la Dirección de Historia Laboral de Colpensiones que es la encargada de “4.1.2.1. Actualizar la historia laboral de los afiliados a partir de los aportes que se efectúen y demás registros que generen un impacto en la misma” (Acuerdo 131 de 2018).
2.2.2. La inmediatez se supera únicamente respecto del ICBF y del Hogar Infantil Consota, porque de las respuestas que le dieron a la actora, la última de ellas data del 02 de julio de 2024
, y esta demanda se radicó el 30 de octubre de 2024
, esto es, dentro del plazo de 6 meses que en términos generales tiene establecido la Corte Constitucional
.  

En cuanto a Colpensiones, se advierte la improcedencia de la presente demanda por carecer del presupuesto de inmediatez, sobre el cual vale la pena recordar que “(…) la acción de tutela (…)  exige que su interposición se lleve a cabo dentro de un plazo razonable, contabilizado a partir del momento en el que se generó la vulneración o amenaza del derecho fundamental, de manera que el amparo responda a la exigencia constitucional de ser un instrumento judicial de aplicación inmediata y urgente (CP art. 86), con miras a asegurar la efectividad concreta y actual del derecho objeto de violación o amenaza.”

Es importante lo que acaba de señalarse, porque en este caso la respuesta que se le ofreció a la accionante por oficio No. BZ2021_11281500-2409369, data del 27 de septiembre de 2021.
Entonces, entre el 27 de septiembre de 2021, cuando presuntamente se produjo la transgresión, y la iniciación de esta tutela, el 30 de octubre de 2024, transcurrieron alrededor de 3 años, tiempo que supera excesivamente los 6 meses que por regla general tiene como baremo la Corte Constitucional, para la interposición de la acción. 

2.2.3. En el presente caso, advierte la Sala que también se incumple el presupuesto de la subsidiariedad, toda vez que la tutela no es la acción para lograr la corrección de la historia laboral de una persona o para obtener una pensión de vejez. 
Así se afirma, porque la Corte Constitucional tiene establecido que, en principio, la acción ordinaria laboral “(…) es adecuada para lograr la corrección de la historia laboral del accionante, así como el reconocimiento y pago de la pensión de vejez, en caso de acreditar los requisitos legales para ello.”

Lo que se destaca es importante, porque pretende la señora Toro Hernández lograr la corrección de su historia laboral y en caso de que su empleador no hubiera cotizado al sistema general de pensiones los periodos comprendidos entre 1978-08 y 1989-09, que se ordene el pago de estos, con el fin de obtener su pensión de vejez, y para ello, como ya antes lo ha explicado esta Sala
, es menester que adelante gestiones distintas a la acción de tutela.  

La primera, es radicar una solicitud formal ante Colpensiones para que se le reconozca la jubilación a la que asegura tener derecho tras contabilizar los periodos que echa de menos en su historia laboral, entonces, será durante ese trámite administrativo donde se definirá si esas semanas deben tenerse en cuenta, y en caso afirmativo, es Colpensiones la encargada de adelantar las gestiones necesarias para sean sumadas a la historia laboral de la accionante.

No se olvide que a la administradora de pensiones le compete “(…)  Liquidar, cobrar y recaudar la recuperación de semanas, obligaciones por sentencia judicial, cálculos actuariales por omisión y títulos pensiónales.” (Art. 4.2.1.4., Acuerdo 131/18 de Colpensiones). Además, la Corte Constitucional ha aclarado que, de conformidad con el Decreto 726 de 2018
, “(…) tanto las administradoras de pensiones como los particulares, en virtud de la garantía del derecho a la seguridad social, están facultados para solicitar una certificación de tiempos laborados y, por esa vía, dar inicio al trámite interadministrativo de rigor.”
 (Destaca la Sala). 

Luego, si en ese trámite administrativo eventualmente se niega el cómputo de los aludidos periodos, está la posibilidad de iniciar un proceso ordinario laboral para que sea el juez natural quien dirima el litigio, que solo podría ser resuelto por el juez de tutela en el evento de que el solicitante se encuentre ante un perjuicio irremediable.
2.2.4. En este caso concreto, quedó demostrado que la accionante inició ante Colpensiones un trámite de corrección de historia laboral desde el año 2021, en el que fue requerida para que aportara algún documento que se soportara la vinculación laboral que ella sostuvo con el Hogar Infantil Consota durante los ciclos que se reclaman, esto, con la finalidad de adelantar las gestiones encaminadas a acreditar dichos periodos; sin embargo, dentro del plenario no obra prueba siquiera sumaria que demuestre que la accionante atendió ese requerimiento. 
Ahora, aunque en el escrito de tutela se menciona que la señora Toro Hernández es una persona de especial protección constitucional en razón de su edad, se hace necesario mencionar que la edad de la accionante es insuficiente para considerar inidóneo el proceso ordinario laboral; solo recuérdese que la Corte Constitucional ha dicho que “(…) De considerarse que todos los adultos mayores requieren una especial protección constitucional y un análisis más flexible en relación con el principio de subsidiariedad, sería necesario concluir que todas las peticiones de vejez que ellos hagan a través de la acción de tutela son procedentes.”
; y en todo caso, vale la pena apuntar que, si bien la accionante es una adulta mayor
, pues cuenta con 65 años, no es una persona de la tercera edad.

La calidad de sujetos de especial protección constitucional se reserva a personas de la tercera edad, aptitud que adquieren quienes han superado la esperanza de vida
; según el DANE 77,23 años para la población en general, incluso más si segmenta al grupo de mujeres (En Risaralda supera los 79 años)
 y, aun si fuera el caso, esa circunstancia (la tercera edad) no acarrea, la prosperidad del amparo, como se sigue del precedente trazado por la Corte Suprema de Justicia en STC3663-2023, valiéndose de STC649-2023, STC14046-2022, STC12541-2022 y otras providencias en el mismo sentido porque, en sus palabras: (...) las condiciones personales y económicas invocadas por la gestora como fundamento del amparo, no pueden sobreponerse a lo decidido (…) [en el] escenario donde c[uenta] con plenas garantías para la defensa de sus derechos e intereses jurídicos.
En casos similares ha concluido esta corporación que la mera edad o estado de salud de la accionante, circunstancias que objetivamente ameritan especial consideración, no bastan para sustentar, por sí solas, la procedencia y prosperidad del amparo
. 

En todo caso, si se llegara a la conclusión de que la accionante es una persona de especial protección constitucional, aunque no hay prueba de ello, esa situación no deriva necesariamente en que por este medio constitucional se deba acceder a sus pretensiones, porque el mecanismo idóneo para reclamar el pago de aportes de seguridad social es el proceso ordinario laboral. 

En suma, esta Sala coincide con la decisión de primer grado, y, aunque no se desconoce que la accionante padece quebrantos de salud, es patente lo prematura que sería la intervención de la jurisdicción constitucional en el presente asunto, pues no se advierte una urgente intervención de un juez de tutela. 
Sobran adicionales consideraciones para confirmar la sentencia de primera instancia, como en efecto sucederá.

3. Decisión 

En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia impugnada. 
Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CARLOS MAURICIO GARCÍA BARAJAS  
DUBERNEY GRISALES HERRERA
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� Págs. 21 a 24, Documento 03., 01PrimeraInstancia, C01Principal.
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� CC. SU-037 de 2019 y SU-499 de 2016.


� Sentencia. T-085/20


� Sentencia T-034/2021.


� TSP. ST2-0470-2023


� Por el cual se modifica el Capítulo 2 del Título 9 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1833 de 2016, que compila las normas del Sistema General de Pensiones y se crea el Sistema de Certificación Electrónica de Tiempos Laborados (CETIL) con destino al reconocimiento de prestaciones pensionales.


� Sentencia T-077/22


� Sentencia T-015/19.


� (Sentencia T-013/20) El concepto “adulto mayor” fue definido en la Ley 1276 de 2009. En ella se apela a la noción de “vejez” propia del sistema de seguridad social en pensiones, con el fin de identificar la población destinataria de la atención integral en los centros vida. De cara a lo dispuesto por el Legislador en esa norma, será adulto mayor quien supere los 60 años o aquel que sin superar esa edad, pero con más de 55 años, tenga condiciones de “desgaste físico, vital y psicológico [que] así lo determinen”.


� Según la jurisprudencia constitucional, v. gr.: T-013 de 2020


� � HYPERLINK "https://www.dane.gov.co/files/investigaciones/poblacion/seriesp85_20/IndicadoresDemograficos1985-2020.xls" �https://www.dane.gov.co/files/investigaciones/poblacion/seriesp85_20/IndicadoresDemograficos1985-2020.xls� 


� Sala Civil Familia del TSP en ST2-0275-2023, ST2-0035-2023 y ST2-0084-2022.






